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trNCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

l,ima. 22 dc octubre de 2018

ASUNTO

Recurso dc agravio constitucional intelpnesto por don Luis Hernán Cruz Vílchez
y otros a favor de don Santiago Herrera Navaro contra la resolución de iojas 283, de

fecha 30 dc juiio de 2018, expedida por la Tercera Sala Penal de Apelaciones de la
Corte Superior de Juslicia de Piura que declaró infundada la demanda de habeas colpus
de autos.

IiUNDAMEN'TOS

En la sente¡rcia emitida en el Expediente 00987-201,1-PA/-l C, publicada en el diarro
oficlal El Peruano el 29 de agosto de 2014, estc'l'ribunal estableció, cn el
1ündamcnto 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentenoia interhculoliir
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a, diclada sin m¿ls trámite, cuando se presente alguno de los siguiertes
que igualmente están contenidos en el a ícuio 11 del Rcglamento

r,o del 'fiibunal Constitucio¡al

a) Carczca dc fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recu¡so no sea de especial

rascendencia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contadiga un precedellte del ]'¡ibu11a]

Co¡stitucional.
d) Se haya decidido dc mancra desestimatoria en casos sustancialmentc iguales.

Iin ei presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está rel¡rido a u11a

cuestión de Derecho de especial trascerdeicia constitucional. Al respecto. un
recu¡so ca¡ece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constilucionalmentc protcgido de un derecho fundamental; crLando versa sobre u¡
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se tratai o, finalnrcnte,
cuando lo pretendido no alude a un asLlnto que requiere una tutela de cspecial
urgencia-

i. Ilxpresado de otro modo, y teniendo en cuenla lo prccisado en cl ilndamento 50 de
la se¡tencia enitida en el Expediente 00987-2014-PA/ IC, una cuestión no revistc
cspccial trascendencia constilLlcional en los siguientes casos: (l) si una l'utura
resoluciór'r dcl l'ribunal Constitucional no soluciona algi¡n conflicto de relcvaucia
constitucional, pL¡es no exisle lesión que cornprometa cl dc¡ccho f'undamental
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involucrado o se trala de un asunto que no corresponde resolver en la vro

constitucional; o (2) si no existe necesidad de tulelar de mane¡a urgente el derecho

constitucional invocado y no median Ézones subjetivas u objetivas que habiliten a

este órgano colegiado para enitir un pronunciamiento de lbndo.

4. En el caso de autos, se solicita que se declare Ia nulidad de la sentencia de fecha 5

de octubre de 2016 y de la sentencia de vjsta de fecha 12 de julio de 2017 a través
de las cuales la P¡imera Sala Penal de Apelaciones de 1a Corte Superior de Justicia
de Piura y la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la
República co¡denaron al favorecido como auto¡ del delito de preva cato
(Expediente 0275-12-5 1/Apelación 8-2017).

Según se obse a, el procesado l'ue condenado por cl hccho dc que en su condilión
de iuez admitió a trámitc mcdidas cautelares que supuestamenle vulneraron la ley
gengral de pesca y su reglamento; no obstante, ni la mencionada ley ni su

)

ento prohiben en ibmra cxpresa a los jueces expedir medidas cautelares
el Ministerio dc Producción. Se afirma que las medidas cautelares que

el beneficiario se encuent¡an amparadas por la ley que regula el
oto¡gamiento de estas medidas, que tienen carácter temporal y son susceptibles de

ser impugnadas.

6. Sc alega que las resoluciones cucstionadas son arbit¡arias por lo siguientc: l) cl
lavorecido no contravino norma )egal alguna;2) ei dictado de las refe¡idas medidas
c¿utelares no conllgura delito de prevaricato; y 3) condenaron a uI1 inocente sobre

la base de uI1 caso que resulta ser atípico.

7. Al respecto, esta Sala aprecia que el recurso interpuesto no está referido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia conslilucional, foda vez que la
controversia planteada escapa al ámbito de ttúela del habeas corpur y se encuenlLa
relacionado con asuntos propios de lajudicatu¡a ordinaria, como son los alegatos de
iresponsabilidad penal del procesado, de apreoiación de los hechos penales y de la
s¡.rbsturción de la conducla penal del procesado en determinado tipo penal
(Expedientes 01014-2012-PHC/TC, 02623-2012-PHCITC. 03 105-201 3-PHC/TC.
00395-2009-PHC/TC y 02685-2009-PHC/'l C).

8. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a7 supra, se verilica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prcvista en el
acápíe b) del fundamento 49 dr: la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA,/TC y e11 el inciso b) del articulo 1l del Reglamento Normativo del Tibunal
Constitr¡cional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedcnte
el rerurso de agrar io con5tilucional.
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucio¡al, con la auto dad quc le

conhere la Constitución Politica del Perú, y la paficipación del magistrado Espinos¡-
Saidaña Ba¡rera, convocado pam dirimir la discordia suscitada por el voto singular del

magistrado Ferero Costa.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el ¡ecu¡so de agravio constitucional porque la cuestión de

[)crccho contenida en el recurso carece de trascendencia constitucional

Pr.¡blíquese y notifiquese

SS

MIRANDA CANALES
SARDóN DE TAI]OADA
ESPINOSA-SALDAÑA BARR 'L¿^)
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EI, TRIBUNAI, CoNSTITUCIONAL CoMo CoRTE DE Rf,VISIóN O FALLO Y NO Dtr

CASACIóN

VOTO SINGULAR DIIL MAGISTRADO FERRERO COSTA

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía j u.isdicción
en todo el te¡ritorio nacional para conocer, en \,íd de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
co¡stituía una instancia habilitada para falla¡ en forma definitiva sobre la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos cn 1a Constitución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales. vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar utra resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fo¡ma crrada o ha incu¡rido en graves vicios procesales en la
tmmit¿ción y resolución de la demanda. procedcrá a casar la sentencia y, luego de
señala¡ la deliciencia, devolverá los actuados a Ia Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que. a todas luces, dilataba en exccso los proccsos constitucionales
mel1cionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulne¡ación de derechos fue seriamente
modiñcado en la Constitució¡ de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabc.t, habeas corpus, afipato, habeas data
y acción de cumplimiento. En seguldo lugar. se crea al Tribuul Constitucional

Íü

Con la potestad que n're otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la poncncia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente linculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PNTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuació¡ expongo:

1. La Comtitución de 1979 creó el Tribunal de Camntías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 corviltió al Tribural Constitucional
en instancia dc fallo. La Constitució¡ del 79, por primera vcz cn nucstm historia
oonstitucional, dispuso la creación de un órgano ad /roc, independiente del Poder
Judicial. con la tarea de garantizar la supremacía constitL¡cioral y la vigencia plena
de los dercchos fundamentalcs.
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como órgano de control de la constilucionalidad, auD cuando la Constitución lo
califica crróncamente como "órgano de coltrol de la Constitución". No obstante, en
maleria de procesos constilucionales de la libertad, la Constitución establece que el
T bu¡al Constitucional es instancia de revisión o fállo.

5. Cabe señala¡ que la Constitución Política del Perú, en su aúículo 202, inciso 2.
presc.ibc que coúespolde al Tdbunal Constitucional "conocer, en úhima y
definítíva inslancía, las resoluciones denegd¡or¡ds tlictadas en los proceso.t de
habeas corpus, amparo, habeas datd y acción de cumplímiento". Esta disposición
constitucional, desdc una posición de ftanca tutela de los derechos fr¡ndamenlales,
exige que el Tribural Constitucional escuchc y cvalúc los alegatos de quien se

cstima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
cont¡avendria mandatos cscnciales de la Constitución, como sorr el principio de
defensa de la persona humana y cl respcto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y de1 Estado (articulo 1), y "la obsenancía del debido proceso y tutela
.¡urisd¡cc¡onal. Ninguna persona puede ter desyiada de la jur¡sdicción
ptedeterm¡nada por la lq,, ni srrnetida a ptocedimíento disfinto de los prev¡amente
e,¡tablecidos, ni juzgada por órganos jüli:tdiccionales de excepcírin ni pL'r
comisiones especiales creada¡^ dl ef¿cto cualquíera tea ,tu denomü1ación",
coffagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se adlierte, a diferencia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última inslancia constitucional tienc lugar por la via del certiordri
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder ConstituycDte optó por
un órgano supremo dc intclpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llarnados procesos de la libcrtad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección dc su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si 1o que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de u¡ derecho fundamental, se
debe ab¡jr la vía corespondierte para que el Tribunal Constitr.¡cional pueda
pronunciarse. Pero la ape ura de esta via solo se produce si se permite al
peticionante colabora¡ con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
cnáli.is dc lo que .c pretende. de lo que se inroca.

7. Lo constitucional cs escuchar a Ia parle como concretización de su derecho
inenunciable a la defensa; adcmás, un Tributal Constitucional constituye el más
electivo mcdio de del'ensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

W\

EL DERf,cHo a sER oÍDo cono Nr^NTFESTACTóN DE r-A DEMocRAl rzAClóN DE Los
PRocf,sos Co\srtrucloNAl,ES DE LA LtBERt 
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8. La administración de justicia constitucional de la libertad que b¡inda el Tribunal
Constitucjonal, desde su creación, es respetuosa, como co¡responde, del derecho de

dcfensa inherente a toda persona, cuya manil'estación primaria es el derecho a ser

oído cor todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus derechos. intereses y obligaciones.

9. Precisamcnte, nTi alejamiento respccto a la emisión de una ¡esolución constitucioral
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciablc y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación qr.re

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la inteNención de las partes, co¡responde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una maniféstación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas. su ejercicio resulta constitucional cua¡do se

brinda con estricto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, 1o que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I l. Cabe añadir que ]a paficipación directa de las partes, en defe¡sa de sus intercses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo conlrado, se decidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar 1o correspondiente a su favo., lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Adcmás, el 'l'ribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus mzoÍes, por
exp¡esa¡ de modo suliciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuclve.

12. En cse sentido, la Co¡te lnte¡ame¡icana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a tratar al indíúduo en lodo momento como
u wrdadero sujeÍo del proceso, en el már umfliú -rrntiJo dr 

^te 
ú'ncepto, y no

s¡mplemente como objeto del mistuo"'- y q\e "para que ¿x¡st,r debilo proceso legal
es preciso que un ¡ust¡ciable pueda hacer vller sus derechos y deferu)er sus
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I Co¡te IDH. Caso Baneto Leiva vs. Venezuela. sentelcia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.
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coúd¡ciones de igualdad ptocesal con ofros

NATURALEZA PRoCESAL DI]L RECURSo DE AcRAvIo CoNSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desviúuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposicioncs. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su refomador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un prcccso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia irterlocutoria", el recurso de agravio corstitr¡cional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no ticne competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitr¡cional.

15. De conlomidad con los aftícu1os 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
T¡ibunal Constitucional no "concede" el ¡ccumo. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le coresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada ¡a competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
comu un agrá\ iu quc le eausa indelen.iún.

16. Po¡ otro lado, la "sentencia intealocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, jr¡slificado y concretado en supuestos específicos, a saber,

identiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no defini¡lo, ni justifica¡lo,
convierte el en'lpleo de 1a precitada sentencia en arbit¡ario, toda vcz quc se podría
afcctar, cntrc otros, cl derccho fundamental dc dcfensa, en su manifestación de se¡
oído con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, alectando notablemente a los justiciables, quienes
tend¡ían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demal1da.

17. Por lo demás, m¿tatis mulandís, el precedente vinculante conteDido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite Io señalado por el Tribunal Constitucional en otros
lállos, como e¡ el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírcz (Scntencia 02877-

2 Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 de junio de 2002, párafo 146.

rrt



TRIBUNAL CONSTIf UCIONAL

FERRERO COSTA

iilililil||illlillllllll
EXP. N..031 I l-2018-PHC/TC
PIURA
SANTIAGO HERRERA NAVARRO

2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafimación de la naturaleza
procesal de los procesos constit¡.rcionales dc la libetad (supletoriedad, via preria,
vías paralelas, litispeüdencia, invocación del derecho constitucional liqüido y
cicfo, etc.).

18. SiI1 embargo, el hecho de que los procesos constitücionales de la liberrad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvifuai la esencia principal del recurso de agravio

co¡stitucional-

19. Por tanto, si se tiene en cuenta que Iajusticia en sede coNtitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso sc convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el T¡ibunal Constitucio¡al. en tanto instancia última y

definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos escnciales cuando no encuentran justicia en el Pode¡ Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía consfitucional, al justiciable
solo le qL¡eda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos

humanos.

20. Como alinnó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total di] la Constitución, pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a Ia prestación jurisdiccional, cada cual al delénder su derecho
está defendiendo el de los dcr¡ás y cl de la oomunidad que resulta oprimida o
envilecida sin 1a protección judicial auténtica".
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